
 
 
 
 
 

CONSTITUCIÓN Y DERECHOS EDUCATIVOS. 

Nudos problemáticos de la educación como derecho social en Chile.  

Aportes al debate constituyente.  

 

La constitución mercantil: 

La definición mercantil del derecho a la educación que se establece en la Constitución de 

1980 ha sido uno de los pilares centrales del modelo extremo de mercado, competencia y 

privatización de la educación chilena.  

Esta Constitución, que nos sigue rigiendo como país, señala, en su artículo 19, los 25 

derechos constitucionales que tenemos como chilenos/as. De estos 25 derechos, solo dos de 

ellos se refieren explícitamente a la educación: el artículo 19.10 que establece el “derecho a 

la educación” y el artículo 19.11 que establece la “libertad de enseñanza”. 1 ¿Qué dicen estos 

derechos sobre la educación en Chile? 

Primero: El derecho a la educación en la actual constitución (19.10) tiene una definición muy 

general, señala que tiene por objetivo “el pleno desarrollo de la persona” sin señalar que y 

para qué educar en la sociedad actual.  

Segundo: En este mismo artículo se establece que “son los padres quienes tienen el derecho 

preferente y el deber de educar a sus hijos, el estado tiene el rol de otorgar especial protección 

al ejercicio de este derecho” (el derecho de los padres). Otras funciones del estado respecto 

a la educación sería fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la 

investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del 

patrimonio cultural de la nación. 

Aparte de lo cuestionable que resulta que el derecho a la educación sea de los padres y no de 

los sujetos mismos, este artículo coloca al estado en el rol de proteger el derecho de los padres 

y lo saca de la histórica definición del estado como garante del derecho educativo de todas 

las personas.  

Tercero: el artículo 19.11 establece que la libertad de enseñanza es, básicamente, la “Libertad 

de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales”. Esta definición de “libertad 

de enseñanza” puede ser caracterizada, más bien, como una “libertad de empresa”. Es esta la 

libertad que defienden los argumentos conservadores en Chile, alejándose mucho de lo que 

comúnmente se puede considerar libertad de enseñanza: libertad de cátedra, adecuaciones 

curriculares, libertad de formas de aprendizaje, libertad de participar en la enseñanza, etc.  

                                                           
1 Sin embargo, otros derechos han sido invocados recurrentemente por los dueños privados de 

establecimientos educativos: el “derecho a desarrollar cualquier actividad económica” (art. 19 n 21), 

el “derecho a la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes” (art. 19 n. 23), el “derecho 

de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales” (art. 19 

n.24) y particularmente, el “derecho a no ser discriminado por el estado y sus organismos en materia 

económica” (art. 19 n 22). Este último establece lo que se conoce como la “igualdad de trato” del 

estado hacia las instituciones públicas o privadas.  



 
 
 
 
 
Cuarto: El artículo 20 de la constitución señala claramente que algunos derechos gozan de 

garantía constitucional, lo que los ubica como una especie de “derechos principales”. El 

artículo 19.10 “derecho a la educación” no está garantizado en este artículo 20, como sí lo 

está el 19.11 “libertad de enseñanza” (libertad de empresa) y todos los derechos económicos 

señalados anteriormente (19.21, 19.22, 19.23 y 19.24). No resulta exagerado decir, entonces, 

que en Chile el principal derecho educativo es el derecho a la libertad de empresa en 

educación, lo que resulta un gran despropósito. 

Sobre esta base constitucional, respetada por todos los gobiernos durante 40 años, se 

construyó un sistema educativo mercantil y se destruyó el sistema nacional de educación 

pública. Hoy la matrícula en escuelas públicas es cercana al 34% y en universidades es apenas 

de un 12%. Estas cifras colocan a Chile como una absoluta excepción a nivel mundial, los 

países capitalistas más desarrollados tienen una matrícula en escuelas públicas superior al 

90%. La escuela pública no solo es minoritaria en Chile, sino que, al verse obligada a 

competir con las escuelas privadas por recursos estatales con rankings estandarizados, ha 

perdido su sentido público, en un proceso de privatización encubierta.  

 

El cuestionamiento de los movimientos educativos a la educación de mercado y el complejo 

debate actual: 

Los movimientos sociales por la educación en Chile han sostenido una lucha creciente contra 

el modelo extremo de mercado, competencia y privatización que ha impedido el ejercicio 

pleno del derecho a la educación.  Los y las estudiantes secundarios/as han sido parte central 

de estos movimientos desde hace 20 años (2001, 2006, 2011) y fueron ellos y ellas quienes, 

con sus movilizaciones de protesta contra la represión en las escuelas y las alzas del 

transporte, alentaron al conjunto de los sectores populares chilenos a protagonizar la gran 

revuelta social de octubre de 2019. Gracias a estos intensos años de movilizaciones Chile 

está hoy debatiendo qué país queremos y se apronta a redactar una nueva constitución en 

reemplazo a la actual impuesta en dictadura en 1980.  

Pese al dinamismo del movimiento social por la educación y a la creciente acumulación de 

experiencias de educación popular y territorial, el debate educativo sigue siendo muy 

complejo. El enorme esfuerzo desplegado en las movilizaciones y experiencias de las últimas 

décadas no ha logrado frenar la mercantilización educativa y la destrucción de la educación 

pública. El sentido común hegemónico en educación recién comienza a resquebrajarse.  

Este debate corre el peligro de volverse demasiado amplio, abstracto, tecnocrático y confuso. 

Los sectores más conservadores del país han iniciado una ofensiva mediática, a través de su 

prensa escrita y de la televisión, para defender el actual ordenamiento constitucional en 

educación, basado en la “libertad de enseñanza y el derecho preferente de los padres de 

educar a sus hijos”. Por otra parte, 40 años de privatización educativa y de aplicación del 

principio de la “igualdad de trato” por parte del estado hacia establecimientos estatales y 

privados, ha ido instalando la idea de que toda escuela privada que recibe apoyo estatal sería 

pública. ¿Cómo pensamos  la educación como derecho social más allá de visiones 

reduccionistas de calidad educativa estandarizada e individualista?.  



 
 
 
 
 
 

Nudos problemáticos que debemos abordar en el debate sobre derecho a la educación pública.  

En base a debates y propuestas que se han realizado en los últimos años en Chile y el mundo, 

proponemos cuatro nudos problemáticos centrales a discutir para pensar el derecho a la 

educación. Nudos problemáticos que en realidad son desafíos que debemos enfrentar para 

seguir en el camino de construir, desde las mayorías, la educación como un derecho social. 

1. Primer nudo problemático. El sentido y los propósitos del derecho a la Educación.  

Como señalábamos, la actual constitución solo menciona escuetamente que “la educación 

tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida”. Más allá 

de este sentido individual, no hay otra caracterización de la educación. La Ley General de 

Educación LGE, promulgada el año 2009, desarrolla algo más esta definición, pero lo hace 

como una caracterización del mismo propósito de desarrollo individual: “La educación es el 

proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas 

y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, 

artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas” 

(LGE, artículo 2) 

Este es el primer nudo problemático que debemos afrontar ¿Qué educación queremos y para 

qué la queremos, tras la crisis social que ha producido el neoliberalismo? Otras constituciones 

en el mundo contienen reflexiones que sobrepasan el desarrollo individual y enmarcan a la 

educación en propósitos comunes, situados históricamente, en las necesidades de las 

comunidades que se constituyen como nación. Hoy es fundamental pensar colectivamente el 

sentido que tiene la educación como derecho. Nos preguntamos, entonces ¿Cómo definir y 

caracterizar con claridad el sentido que debe tener la educación hoy en Chile? ¿Qué 

educación queremos? ¿Qué valores queremos transmitir a través de la educación pública, 

tras la crisis del modelo de vida actual?  

 

2. Segundo nudo problemático. El estatus del derecho a la educación y el rol del estado.  

Como señalamos más arriba, en la actual constitución “los padres tienen el derecho preferente 

y el deber de educar a sus hijos”. El rol del estado es “otorgar especial protección al ejercicio 

de este derecho”. Otros deberes asignados al estado en este texto son: “promover la educación 

parvularia”, “financiar un sistema gratuito de educación parvularia, básica y media”, 

“fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles” y “estimular la investigación 

científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio 

cultural de la Nación”. El rol garante del derecho a la educación, entonces, desaparece.  

La mayoría de las constituciones modernas garantizan el derecho a la educación a todas las 

personas y responsabiliza de esto el estado, el cual debe garantizarlo y proveerlo. El derecho 



 
 
 
 
 

a la educación se considera un derecho de primer orden, pues es un derecho habilitante, es 

decir, permite ejercer otros derechos.  

Cabe preguntarse entonces, siendo el derecho a la educación un derecho social, reconocido 

en el debate global como un derecho habilitante, esencial para ejercer otros derechos: ¿Qué 

lugar debe tener el derecho a la educación en un país democrático? ¿Qué rol debe tener el 

estado en relación a este derecho? ¿Qué entendemos por educación pública?  

 

3. Tercer nudo problemático. El lugar de las comunidades en el derecho a la educación. 

Como decíamos, la actual constitución considera a la comunidad en términos muy escuetos: 

“Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación”. La 

LGE define a la comunidad educativa como: “(…) una agrupación de personas que inspiradas 

en un propósito común integran una institución educativa. (…) La comunidad educativa está 

integrada por alumnos, alumnas, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, 

asistentes de la educación, equipos docentes directivos y sostenedores educacionales” (LGE 

artículo 9). La comunidad educativa queda circunscrita a los actores escolares y se le asignan 

roles consultivos en temas relacionados con el proyecto educativo. Como es una constante 

en la legislación chilena, el “sostenedor” (dueño o administrador del establecimiento) 

claramente tiene más derechos que la comunidad. 

La relación escuela y comunidad es un aspecto que cobra cada vez más importancia política 

y pedagógica. Hoy sabemos que las comunidades no solo deben participar en la escuela, sino 

que la escuela debe encontrar sentido en la promoción de las comunidades que las 

constituyen. Para la ley de educación de Bolivia (2010), considerada una de las más 

avanzadas del mundo, la comunidad ocupa un lugar central.  En sus objetivos y definiciones 

fundamentales, plantea que la educación es “comunitaria, democrática, participativa”.  Es 

necesario reflexionar en Chile el lugar que deben tener las comunidades en el ejercicio del 

derecho a la educación: ¿Qué entendemos por comunidad educativa? ¿Quiénes la integran? 

¿Qué rol tienen las comunidades en el ejercicio del derecho a la educación y en la educación 

pública?  

 

4. Cuarto nudo problemático. La libertad de enseñanza, la elección de los padres y la 

libertad de cátedra.  

Como señalábamos, la actual constitución establece que la libertad de enseñanza es la 

“Libertad de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales” (19.11). Agrega 

que esta libertad “no tiene otras limitaciones que las impuestas por la moral, las buenas 

costumbres, el orden público y la seguridad nacional”, asimismo señala que “esta incluye, el 

“derecho” (de los padres) de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos” y que 

“la enseñanza no podrá orientarse a propagar tendencia político partidista alguna”. De esta 



 
 
 
 
 

forma, la “libertad de enseñanza” es caracterizada, más bien, como una “libertad de 

empresa”. Lo que difiere de otros significados posibles de la palabra libertad en educación: 

libertad de cátedra, la libertad para realizar adecuaciones curriculares, libre expresión y 

participación en la escuela, etc. La libertad de enseñanza en nuestra constitución es una 

libertad neoliberal de libre emprendimiento que, bajo el supuesto de que todos quieren y 

pueden elegir, legitima el mercado educativo. Este reduccionismo del término invisibiliza las 

desigualdades, y responsabiliza al individuo de los resultados de su propia elección (real o 

supuesta). Además, esta concepción de libertad de enseñanza mercantil promueve, a la vez 

que invisibiliza, el control que los llamados “privados” (que son en realidad poderosos grupos 

empresariales y religiosos) ejercen sobre el sistema educativo a través de sus escuelas, y la 

creciente influencia que ya van consolidando los organismos financieros internacionales que, 

aliados con estos grupos, conforman redes de creciente influencia sobre los sistemas 

educativos nacionales.   

Finalmente, esta libertad protege el derecho a propiedad de los sostenedores. Quienes, desde 

el año 2006 han ocupado la garantía constitucional de este “derecho”, en contra del derecho 

a la educación, el derecho a la libre expresión y, porque no decirlo, el derecho a la protesta 

de estudiantes que han sido expulsadas/os de sus escuelas por manifestarse en el contexto de 

la crisis del sistema educativo. 

Es preciso entonces preguntase para asegurar el derecho a la educación: ¿Cómo definimos la 

libertad de enseñanza? ¿Qué lugar debe ocupar la libertad de enseñanza, la libertad de 

cátedra y la elección de los padres y madres en relación con el derecho a la educación? 

¿Qué limites se deben poner a las grandes empresas y grupos de poder que quieran 

participar en el sistema educativo? 

 

Esta minuta tiene por objetivos ser un aporte al debate popular y una propuesta para la 

discusión en el seminario Nudos problemáticos de la educación como derecho social en 

Chile, convocado por el Foro por el Derecho a la Educación Pública.  Invitamos a debatir 

este documento y a pensar colectivamente estos y otros nudos problemáticos de cara al 

proceso de debate popular que ya comenzó, y que debe trascender cualquier acuerdo 

convencional que no refleje la voluntad popular.  
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